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DELITO DEL ARTÍCULO 97 Nº 4 INCISO 1º DEL CÓDIGO TRIBUTARIO

PRESCRIPCIÓN DEBE CONTINUAR COMO SI NO SE HUBIERE 
SUSPENDIDO POR LA DETENCIÓN DEL PLEITO POR EL LAPSO 
DE TRES AÑOS. CUALQUIER DETENCIÓN DEL CURSO DEL 
PROCEDIMIENTO PRODUCE LA INEFICACIA DE LA SUSPENSIÓN DE 
LA PRESCRIPCIÓN. PASIVIDAD DEL TRIBUNAL POR EL LAPSO DE 
TRES AÑOS PRODUCE LA INEFICACIA DE LA SUSPENSIÓN DE LA 
PRESCRIPCIÓN. TRANSCURSO DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE 
DIEZ AÑOS DE LOS CRÍMENES.

Hechos

Servicio de Impuestos Internos interpone recurso de casación en el fondo contra 
la sentencia de la Corte de Apelaciones, que aprobó en lo consultado y confirmó 
en lo apelado el fallo de primer grado, que absolvió al acusado por el delito 
contemplado en el artículo 97 Nº 4, inciso 1° del Código Tributario, por encon-
trarse prescrita la acción penal. La Corte Suprema rechaza el recurso de nulidad 
sustancial deducido.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Recurso de casación en el fondo (rechazado)
Rol: 47663-2016, de 12 de octubre de 2016
Partes: “Servicio de Impuestos Internos con Juan Casas Arredondo”
Ministros: Sr. Carlos Künsemüller L., Sr. Haroldo Brito C., Sr. Lamberto Cis-
ternas R., Abogados Integrantes Sr. Jean Pierre Matus A. y Sr. Arturo Prado P.

Doctrina

El artículo 96 del Código Penal contiene un principio inequívoco en orden a que 
si el pleito se detiene por el lapso de tres años, la prescripción debe continuar como 
si no se hubiese suspendido, sin indicar los motivos que puedan originar dicha 
inmovilización ni hacer distinciones ni excepciones al respecto, por lo que, dentro 
del sentido natural y obvio de la disposición, no es dable restringir su alcance. En 
efecto, cuando esta disposición se refiere a la paralización de la prosecución del 
procedimiento, incluye cualquier entorpecimiento que, de hecho, impida que un 
proceso criminal –en que se ejercita la acción penal pública– continúe su curso. 
El referido artículo 96 armoniza perfectamente con todas las reglas procesales que 
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tienden a mantener la sustanciación regular del juicio. El desarrollo o la práctica 
de todos esos trámites o diligencias constituyen la marcha del procedimiento, de 
manera que si ellos no se evacuan o no se realizan en las oportunidades que la 
ley indica o derechamente son abandonados a su suerte por el ente encargado 
de su prosecución, sin ningún control respecto de los procesos que se tramitan 
en su propio tribunal, producen en los mismos una paralización; que podrá ser 
legal o inexcusable, pero que en ningún caso revela que cuando esas reglas no se 
cumplen, la instrucción no cesa. Su incumplimiento, lejos de expresar que quedan 
al margen de la suspensión de la prescripción, la dejan más de manifiesto. Como 
consecuencia de ello debe colegirse que cualquier detención produce la ineficacia 
de la suspensión de la prescripción de la pretensión punitiva, permitiendo que 
ella continúe como si no se hubiere “interrumpido” (considerandos 3º y 4º de la 
sentencia de la Corte Suprema)
Al respecto, la doctrina –Etcheberry Orthusteguy– enseña que el tenor literal 
del artículo 96 del Código Penal es claro y simple y no hace ninguna clase de 
distinciones ni excepciones, por lo que no procede desatenderlo para aplicar otros 
elementos de interpretación: se aplica cuando hay paralización, cualquiera que 
sea el origen de la misma. Esta inmovilización puede ser legal o no, pero si existe, 
ella produce su efecto propio. En síntesis, la detención del proceso por más de tres 
años, que suspende el curso del plazo de prescripción de la acción penal, puede 
deberse a cualquier causa. Por otra parte, aun cuando existe interés público en 
pesquisar y reprimir las contravenciones penales, también lo hay en que los jui-
cios no se prolonguen desmesuradamente y en que se reconozca a los procesados 
su derecho a que se ponga fin a su responsabilidad mediante la prescripción, 
eliminando un estado de incertidumbre en las relaciones jurídico-penales entre 
el agente y el Estado, más aún si esta institución es de orden público, carácter 
que se manifiesta en el artículo 102 del Código Penal, en cuanto ordena que 
la prescripción debe ser declarada de oficio, y en el artículo 107 del de Proce-
dimiento Penal al disponer que antes de proseguir la acción penal, el juez debe 
examinar si los antecedentes permiten establecer que se encuentra extinguida 
la responsabilidad del incriminado, obligándolo, en esa eventualidad, a negar 
dar curso al juicio (considerandos 5º y 7º de la sentencia de la Corte Suprema).
En la especie, la prescripción de la acción penal comenzó a correr en la fecha hasta 
la cual se extendió la perpetración del delito. Asimismo, a partir del 16.07.2003 
no se registró movimiento eficaz en el proceso, sino hasta el 16.04.2008, época 
en que el acusado fue habido, esto es, transcurridos más de cuatro años sin rea-
lizarse gestión útil alguna en su contra. Así las cosas, producida la paralización, 
el término de prescripción que se había suspendido con la iniciación del juicio, 
ha debido continuar como si no se hubiera “interrumpido”, cumpliéndose con 
creces, en la especie, los tiempos máximos previstos para el crimen investigado y 
que el ordenamiento criminal fija en diez años, por lo que corresponde declarar 
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la prescripción de la acción penal y dar por extinguida la responsabilidad del 
querellado (considerandos 6º y 8º de la sentencia de la Corte Suprema)

Cita online: CL/JUR/7060/2016

Normativa relevante citada: Artículos 96, 102 del Código Penal; 107 del 
Código de Procedimiento Penal.

Corte Suprema:

Santiago, doce de octubre dos mil 
dieciséis.

Vistos:
En estos autos rol Nº 146-2007, del 

14° Juzgado del Crimen de Santiago, por 
sentencia de catorce de octubre de dos 
mil quince, que corre a fojas 1561, se 
absolvió a Juan Pablo Casas Arredondo 
del cargo que se le formuló como autor 
del delito contemplado en el artículo 97 
Nº 4, inciso 2° del Código Tributario, 
cometido en el período de noviembre de 
1992 a marzo de 1996, por encontrarse 
prescrita la acción penal intentada en 
su contra. Asimismo, se le absolvió del 
cargo que se le formuló como autor del 
delito contemplado en el artículo 97 
Nº 4, inciso 1° del Código Tributario, 
cometido en igual período, por no ha-
berse acreditado el hecho punible.

Apelada esa decisión, una sala de la 
Corte de Apelaciones de Santiago, por 
sentencia de trece de junio de dos mil 
dieciséis, a fojas 1624, la aprobó en lo 
consultado y confirmó en lo apelado, 
desestimando las alegaciones vertidas 
por el Servicio de Impuestos Internos 
en la apelación deducida.

Contra estos pronunciamientos, el 
Servicio de Impuestos Internos formuló 
recurso de casación en el fondo, el que 
se ordenó traer en relación por decreto 
de fojas 1650.

Considerando:
Primero: Que el recurso de casación 

en el fondo deducido por el Servicio 
de Impuestos Internos se funda en la 
causal del artículo 546 Nº 5 del Código 
de Procedimiento Penal, que denuncia 
como infringido el artículo 97 Nº 4 
inciso segundo del Código Tributario, 
en relación con los artículos 96, 94 y 
97 del Código Penal; y los artículos 433 
Nº 7 y 434 del Código de Procedimiento 
Penal, yerro que estima configurado 
mediante una errada interpretación de 
la expresión “se paraliza su prosecución 
por tres años”.

En relación a lo anterior, sostiene 
que la sentencia vulneró lo dispuesto 
en las citadas normas, al haber estimado 
que para que opere la paralización, no 
resulta necesaria una resolución judicial 
que declare el sobreseimiento de la cau-
sa en favor del acusado, sino que basta 
la simple inactividad procesal, para en-
tender que ha cesado la prosecución del 
delito, lo que en su concepto constituye 
un error de derecho, pues el iniciado 
proceso continúa vigente.

De igual modo, argumenta que 
tampoco resulta acertado estimar que 
la inactividad procesal sea respecto 
del acusado y no del procedimiento, 
pues según aparece del mérito de los 
antecedentes el aludido procedimiento 
continuó tramitándose en contra de 
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los demás querellados hasta dictarse 
sentencia definitiva condenatoria en 
contra de ellos.

Finalmente esgrimió, que tanto la 
sentencia de primera instancia como 
el fallo en alzada consideraron que la 
paralización del procedimiento tuvo 
lugar entre los días 16 de abril de 2003, 
que corresponde a la última orden de 
aprehensión despachada en contra de 
Juan Pablo Casas Arredondo y el 16 
de abril de 2008, que es la data en que 
aquel fue habido. Sin embargo, el 24 de 
agosto de 2005 se solicitó la dictación 
del auto de procesamiento en contra 
de los tres querellados, por lo que no 
se cumple con el plazo de tres años de 
paralización que requiere el artículo 96 
del código sustantivo.

Solicita en la conclusión que se anule 
el fallo recurrido y se dicte otro en su 
reemplazo que condene a Juan Pablo 
Casas Arredondo a la pena de diez años 
de presidio mayor en su grado mínimo, 
como autor del delito previsto y san-
cionado en el artículo 97 Nº 4 inciso 
segundo del Código Tributario.

Segundo: Que para una adecuada 
decisión, ha de tenerse en cuenta que 
los hechos establecidos por los senten-
ciadores del fondo, según se desprende 
del raciocinio décimo segundo del fallo 
de primer grado, reproducido en la 
sentencia de alzada, se verificaron en el 
período de noviembre de 1992 a marzo 
de 1996, siendo la última diligencia útil 
respecto del acusado Juan Pablo Casas 
Arredondo, según aparece a fojas 661, 
el resultado de la orden de aprehensión 
despachada en su contra, que fue de-
vuelta sin resultado positivo, quien fue 

habido finalmente con fecha 16 de abril 
de 2008 según consta a fs. 1113.

Tercero: Que el artículo 96 del es-
tatuto punitivo contiene un principio 
inequívoco en orden a que, si el pleito 
se detiene por el lapso de tres años, la 
prescripción debe continuar como si 
no se hubiese suspendido, sin indicar 
los motivos que puedan originar dicha 
inmovilización ni hacer distinciones 
ni excepciones al respecto, por lo que, 
dentro del sentido natural y obvio de la 
disposición, no es dable restringir su al-
cance, como pretende la recurrente. En 
efecto, cuando esta disposición se refiere 
a la paralización de la prosecución del 
procedimiento, incluye cualquier entor-
pecimiento que, de hecho, impida que 
un proceso criminal –en que se ejercita 
la acción penal pública– continúe su 
curso.

Cuarto: Que la disposición en estu-
dio armoniza perfectamente con todas 
las reglas procesales que tienden a 
mantener la sustanciación regular del 
juicio. El desarrollo o la práctica de 
todos esos trámites o diligencias cons-
tituyen la marcha del procedimiento, de 
manera que si ellos no se evacuan o no 
se realizan en las oportunidades que la 
ley indica o derechamente son abando-
nados a su suerte por el ente encargado 
de su prosecución, sin ningún control 
respecto de los procesos que se tramitan 
en su propio tribunal, producen en los 
mismos una paralización; que podrá ser 
legal o inexcusable, pero que en ningún 
caso revela que cuando esas reglas no 
se cumplen, la instrucción no cesa. Su 
incumplimiento, lejos de expresar que 
quedan al margen de la suspensión de 
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la prescripción, la dejan más de mani-
fiesto. Como consecuencia de ello debe 
colegirse que cualquier detención pro-
duce la ineficacia de la suspensión de la 
prescripción de la pretensión punitiva, 
permitiendo que ella continúe como si 
no se hubiere “interrumpido”.

Quinto: Que en tal sentido la doctri-
na nacional apunta que “si el Código 
hubiera querido referirse a paraliza-
ciones legales del proceso, no habría 
tenido necesidad de consignar plazo 
alguno, ya que estas causas legales 
de paralización son ciertas” (Gonzalo 
Yuseff  Sotomayor: “La Prescripción 
Penal”, Editorial Jurídica de Chile, 3ª 
edición actualizada, año dos mil cinco, 
página 131). El sentido común señala, 
expone el mismo autor, que el texto no 
intentó referirse a esa clase de inmovi-
lizaciones, ya que no se divisa ningún 
fundamento, ni lógico ni jurídico, para 
que se ordene la reanudación del plazo 
cuando el estancamiento del pleito se ha 
debido, por ejemplo, a la resolución de 
una cuestión de carácter civil, y que esta 
misma reanudación no proceda cuando, 
por ejemplo, se ha detenido en razón de 
la inacción del juez instructor.

Por su parte, el profesor José Luis 
Guzmán Dálbora, en la obra colectiva 
Texto y Comentario del Código Penal 
Chileno, tomo I, Libro Primero, Parte 
General, Editorial Jurídica de Chile, pá-
ginas 476 y 477: señala que “la inmensa 
mayoría de la doctrina (cfr. Cury, II, 
435; Díaz, 21; Garrido, I, 380 - 381; No-
voa, II, 492 - 493; Soto, 20; Vargas, 166 y 
Yuseff, 92) y un abrumador número de 
fallos”, coinciden en que es indiferente 
la causa concreta de la paralización, 

criterio al que adhiere el comentarista, 
“ya que se adecua al fundamento de se-
guridad jurídica que anima al instituto 
y evita que el inculpado quede a merced 
del capricho de sus acusadores y de la 
crónica lentitud de nuestros procedi-
mientos –a menos que aquél, u otro en 
su nombre, hubiese substraído, hurtado 
o destruido el expediente–”.

Finalmente, el profesor Alfredo Et-
cheberry O. cita en su obra El Derecho 
Penal en la Jurisprudencia, tomo II, 
Editorial Jurídica de Chile, reimpre-
sión de la segunda edición, año dos 
mil cinco, páginas 268 a 276, diversos 
fallos de esta Corte que comparten la 
tesis según la cual el tenor literal del 
reseñado artículo 96 es claro y simple 
y no hace ninguna clase de distinciones 
ni excepciones, por lo que no procede 
desatenderlo para aplicar otros elemen-
tos de interpretación: se aplica cuando 
hay paralización, cualquiera que sea el 
origen de la misma. Esta inmovilización 
puede ser legal o no, pero si existe, ella 
produce su efecto propio.

En síntesis, la detención del proceso 
por más de tres años, que suspende el 
curso del plazo de prescripción de la 
acción penal, puede deberse a cualquier 
causa, como lo ha resuelto esta Sala 
en reiterados pronunciamientos. (SCS 
Nº 14.905-16 de cinco de julio de 2016 
y SCS Nº 24.101-15 de siete de junio 
de 2016).

Sexto: Que, de acuerdo con los ante-
cedentes expuestos, la prescripción de 
la acción penal derivada de los hechos 
materia de este juzgamiento comenzó a 
correr en marzo de 1996. Asimismo, a 
partir del 16 de julio de 2003, no se re-
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gistró movimiento eficaz en el proceso, 
sino hasta el 16 de abril de 2008, como 
consta a fojas 1113, época en que el 
acusado Juan Pablo Casas Arredondo 
fue habido, esto es, transcurridos más 
de cuatro años sin realizarse gestión útil 
alguna en su contra.

Séptimo: Que aun cuando existe 
interés público en pesquisar y reprimir 
las contravenciones penales, también 
lo hay en que los juicios no se prolon-
guen desmesuradamente y en que se 
reconozca a los procesados su derecho 
a que se ponga fin a su responsabilidad 
mediante la prescripción, eliminando 
un estado de incertidumbre en las 
relaciones jurídico-penales entre el 
agente y el Estado (Revista de Derecho 
y Jurisprudencia, tomo LIX, sección 4ª, 
página 138 y tomo LXVI, sección 4ª, 
página 79), más aún si esta institución 
es de orden público, carácter que se 
manifiesta en el artículo 102 del Código 
Penal, en cuanto ordena que la prescrip-
ción debe ser declarada de oficio, y en el 
artículo 107 del de Procedimiento Penal 
al disponer que antes de proseguir la ac-
ción penal, el juez debe examinar si los 
antecedentes permiten establecer que se 
encuentra extinguida la responsabilidad 
del incriminado, obligándolo, en esa 
eventualidad, a negar dar curso al juicio.

Octavo: Que producida la paraliza-
ción, el término de prescripción que se 
había suspendido con la iniciación del 
juicio, ha debido continuar como si no 

se hubiera “interrumpido”, cumplién-
dose con creces los tiempos máximos 
previstos para el crimen investigado y 
que el ordenamiento criminal fija en 
diez años, por lo que resulta forzoso 
concluir que no se configuran en la es-
pecie, los yerros denunciados al alcance 
otorgado a los artículos 97 Nº 4 inciso 
segundo del Código Tributario, en re-
lación con los artículos 96, 94 y 97 del 
Código Penal; y los artículos 433 Nº 7 y 
434 del Código de Procedimiento Penal, 
motivo por el cual el recurso debe ser 
desestimado.

Por estas consideraciones y de acuer-
do con lo dispuesto en los artículos 94, 
96 y 97; 535, 544 y 546 del Código de 
Procedimiento Penal y artículo 97 Nº 4 
del Código Tributario se rechaza el re-
curso de casación en el fondo deducido 
por la querellante Servicio de Impuestos 
Internos en lo principal de fojas 1628, 
en contra de la sentencia de 13 de junio 
de 2016, de fojas 1623, la que por con-
siguiente no es nula.

Regístrese y devuélvase con sus 
agregados.

Redacción del Ministro Sr. Haroldo 
Brito.

Pronunciado por la Segunda Sala, 
integrada por los Ministros Sres. Car-
los Künsemüller L., Haroldo Brito C., 
Lamberto Cisternas R., y los Abogados 
Integrantes Sres. Jean Pierre Matus A. 
y Arturo Prado P.

Rol Nº 47663-2016.
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Sobre la paralización de la prosecución del procedimiento señalada  
en el artículo 96 del Código Penal 

Juan Pablo Donoso Krauss

Universidad de Chile

La Segunda Sala de la Corte Suprema, en resolución de fecha 12 de octubre de 
2016 (Causa rol Nº 47663-2016), rechazó el recurso de casación en el fondo inter-
puesto por el Servicio de Impuestos Internos respecto a una sentencia emanada 
del 14° Juzgado del Crimen de Santiago, en la cual se absolvió al encausado como 
autor del delito contemplado en el artículo 97 Nº 4, inciso 2° del Código Tributario, 
cometido en el período de noviembre de 1992 a marzo de 1996, por encontrarse 
prescrita la acción penal intentada en su contra, señalando en lo concerniente al 
presente comentario que: “aun cuando existe interés público en pesquisar y reprimir 
las contravenciones penales, también lo hay en que los juicios no se prolonguen des-
mesuradamente y en que se reconozca a los procesados su derecho a que se ponga fin 
a su responsabilidad mediante la prescripción, eliminando un estado de incertidumbre 
en las relaciones jurídico-penales entre el agente y el Estado (Revista de Derecho y 
Jurisprudencia, tomo LIX, sección 4ª, página 138 y tomo LXVI, sección 4ª, página 
79), más aún si esta institución es de orden público, carácter que se manifiesta en el 
artículo 102 del Código Penal, en cuanto ordena que la prescripción debe ser declarada 
de oficio, y en el artículo 107 del de Procedimiento Penal al disponer que antes de 
proseguir la acción penal, el juez debe examinar si los antecedentes permiten establecer 
que se encuentra extinguida la responsabilidad del incriminado, obligándolo, en esa 
eventualidad, a negar dar curso al juicio”1. 

El presente pronunciamiento plantea la siempre compleja tensión entre la 
superposición de la seguridad jurídica por sobre la justicia, generando dicho sea 
de paso un reconocimiento expreso del derecho de cualquier ciudadano a que se 
ponga fin a su responsabilidad mediante el instituto de la prescripción.

Ahora bien, la problemática quisiera trasladarla a los tiempos actuales, donde 
conforme a lo establecido en el artículo 83 de la Constitución Política de la Repú-
blica, el Ministerio Público ejerce exclusivamente la dirección de la investigación 
de todo hecho que revistiere carácter delictivo, estableciendo el artículo 166 del 
Código Procesal la obligatoriedad para los fiscales de promover la persecución 
penal, “sin que pueda suspender, interrumpir o hacer cesar su curso, salvo en los ca-
sos previstos en la ley”. Sin perjuicio de ello, y la práctica jurídica así lo indica, en 
muchas oportunidades las investigaciones fiscales se prolongan excesivamente en 

1  Considerando 7º de la jurisprudencia comentada. 
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el tiempo, inhibiendo la posibilidad de determinar la existencia del hecho punible 
y participación de imputados, implicando de por sí arribar a decisiones procesales 
donde el olvido se superpone a la verdad. 

Cabe preguntarse entonces si, conforme los criterios constitucionales y legales 
referidos, debe imperar el principio de la obligatoriedad de la persecución penal 
(para lo cual la ley envistió al Ministerio Público con dicha perenne actividad), o 
se debe aplicar estrictamente lo establecido por nuestro máximo tribunal, en el 
sentido que cualquier detención del tiempo produce la ineficacia de la suspensión 
de la prescripción de la pretensión punitiva, permitiendo que ella continúe como 
si no se hubiere interrumpido.2

En respuesta a ello, entendemos que nuestro sistema legal no puede suponer, 
con resultados legales, que la paralización de una investigación por sobre los tres 
años produzca el efecto consagrado en el artículo 96 del Código Penal, implicando 
en criterio de este comentarista, que la suspensión del proceso con los efectos refe-
ridos no puede derivar sino de una solicitud expresa ante el juez de garantía, una 
vez tras lo cual debiese computarse el plazo referido3. Esto, por cuanto debemos 
recordar que la formalización y posteriores actos de prosecución de la investigación 
y juicio oral son actuaciones unilaterales del Ministerio Público que no pueden ser 
forzadas por las víctimas, querellantes o jueces4, de tal manera que el desarrollo o 
la práctica de todos aquellos trámites que constituyen la marcha del procedimiento 
las realiza exclusivamente la Fiscalía. De esta manera, si la investigación es aban-
donada a la suerte de la prescripción general de los delitos o si el interés público 
comprometido en un proceso penal depende de meras situaciones de hecho, lo 
menos que se puede exigir es un control jurisdiccional respecto a un parámetro 
razonable de persecución criminal.

2  Considerando 4º de la jurisprudencia comentada. 
3  Situación que podría ser análoga a la audiencia consagrada en el artículo 252 del Código 

Procesal Penal respecto a la solicitud de sobreseimiento temporal y efectos consecuentes del mismo. 
4  HORVITZ LENNON, María Inés y LÓPEZ MASLE, Julián; Derecho Procesal Penal Chileno, 

tomo I, primera edición (Santiago de Chile, 2003), p. 541.


